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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]DOCUMENTOS TIPO – Fundamento normativo – Obligatoriedad 

El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 “Por la cual modifica el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018 y se dictan otras disposiciones” otorga a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar los documentos tipo que serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Administración Pública.

SECTOR SOCIAL – Documentos tipo – Vigentes

Las Resoluciones 539, 540 y 541 del 21 de agosto de 2025, así como las Resoluciones 952 y 953 del 15 de diciembre de 2025, adoptadas en el sector de infraestructura social, aplican de forma transversal a las modalidades de selección indicadas y a los proyectos de infraestructura, interventoría y consultoría enmarcados dentro de los sectores educativo, de salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, en los procesos de selección cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026. 

DOCUMENTOS TIPO – Aplicación – Matriz de Experiencia 

Para establecer si determinado objeto contractual se encuentra cobijado o no por los documentos tipo, es necesario determinar si el mismo se enmarca en los tipos de infraestructura, modalidades de selección y tipos de obra estandarizadas en las respectivas matrices de experiencia. De esta manera, solo resulta obligatoria la aplicación de un documento tipo en particular cuando se ha establecido que el objeto contractual y la modalidad en la que debe contratarse están dentro del ámbito de aplicación de las resoluciones expedidas por esta Agencia mediante las cuales se adoptan documentos tipo.

Uno de los elementos comunes a los diferentes documentos tipo es la “Matriz – Experiencia”. Esta consta de unas celdas en las que se describe la experiencia requerida en relación con el objeto a contratar, definiendo además qué tipo de actividades relacionadas con cada sector deben acogerse a los pliegos tipo. Por otro lado, encontramos el “Anexo – Glosario”, el cual contiene las definiciones de los términos usados en los documentos del proceso. Utilizando estos dos documentos, la entidad estatal puede definir si el objeto a contratarse debe emplear los documentos tipo adoptados por esta Agencia.

ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDAD – Documento base – Documentos tipo – Selección abreviada de menor cuantía

En relación con su solicitud, es preciso indicar que, tal como se señaló en el párrafo precedente, el numeral “3.5.4 Acreditación de la experiencia requerida", del documento base establece la información que los proponentes deben acreditar respecto de cada uno de los contratos aportados, mediante uno o varios de los documentos previstos en el numeral 3.5.5. 

DOCUMENTOS VÁLIDOS PARA ACREDITAR EXPERIENCIA – Documento base – Documentos tipo – Selección abreviada de menor cuantía – Infraestructura social  

En efecto, el numeral 3.5.5 “Documentos válidos para la acreditación de la experiencia requerida” establece los documentos a los que se acudirá cuando el proponente no esté obligado a tener RUP o cuando la entidad requiera verificar información adicional a la contenida en el mismo, señalando los documentos válidos para acreditar la experiencia requerida, de modo que la entidad estatal pueda realizar la verificación de manera directa. Estos documentos son los siguientes, además de las precisiones que se realizan frente a la acreditación de ciertos contratos:

(…)

Estos documentos, al ser los referidos como válidos en el numeral 3.5.5, son los únicos que servirán para la acreditación del área diseñada o construida, toda vez que estos hacen parte de un listado taxativo implementado dentro del numeral 3.5 del Documento Base, con la finalidad de estandarizar la forma en la que se acredita la experiencia en los procesos de selección abreviada de menor cuantía para la construcción de infraestructura social. En función de ello, el pliego tipo estableció unas reglas claras que permiten la complementación de la información contenida en el RUP a partir de unos documentos preestablecidos, los cuales han sido identificados como los idóneos y válidos para efectuar tal verificación y para que los proponentes certifiquen la información adicional requerida, por lo que admitir la verificación de experiencia a partir de documentos distintos de los establecidos implicaría contrariar las reglas fijadas para la acreditación de experiencia, que, al determinar unos requisitos y unos documentos específicos como los válidos para complementar el RUP en la acreditación de experiencia, excluyó de tal condición a los no enlistados, por lo que sencillamente no sería posible acreditar aspectos relativos a la experiencia, como por ejemplo el área diseñada o construida de los proyectos ejecutados, a partir de documentos diferentes a los señalados en los numerales 3.5. y 3.5.5 del Documento Base.











Bogotá D.C., 14 de agosto de 2026
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Señor
Manuel Fernando Bravo Girón 
San Juan de Pasto, Nariño
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Estimado señor Bravo Girón: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido por la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 01 de julio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“I. Antecedentes 
Dentro de un proceso de selección adelantado por la Fiscalía General de la Nación, se exigió acreditar experiencia específica consistente en la ejecución de determinada cantidad de metros cuadrados de intervención de obra. 
Para acreditar dicha condición, el proponente aportó: 
• Contrato y adiciones que se generaron dentro de este. 
• Acta de liquidación. 
• Certificación y relación detallada de cantidades ejecutadas en metros cuadrados por cada área intervenida. 
En dicha certificación aparecen discriminadas las actividades ejecutadas, indicando para cada una de ellas las cantidades correspondientes en metros cuadrados (m²). No obstante, la entidad evaluadora rechazó la experiencia bajo el siguiente argumento: 
"No se evidencia un documento que certifique de manera expresa el total de metros cuadrados intervenidos bajo cubierta, y la información no puede ser inferida mediante sumatorias o interpretaciones." En consecuencia, la entidad únicamente aceptaría una certificación donde expresamente aparezca consignado un número total de metros cuadrados, desconociendo las cantidades detalladas contenidas en las actas de ejecución. 
II. Marco normativo 
El régimen de contratación estatal se encuentra gobernado, entre otros, por: 
• Artículo 209 de la Constitución Política; • Ley 80 de 1993; • Ley 1150 de 2007; 
• Decreto 1082 de 2015; 
• Principios de selección objetiva; 
• Principio de economía; 
• Principio de eficacia; 
• Principio de buena fe; 
• Prevalencia del derecho sustancial. 
Igualmente, los Documentos Tipo expedidos por Colombia Compra Eficiente regulan los documentos mediante los cuales puede acreditarse la experiencia contractual, haciendo referencia a certificaciones, actas de recibo, actas de liquidación y demás documentos expedidos durante la ejecución contractual. 
En el Documento Base para Infraestructura Social (FGN-RNO-MEC-0019-2026) se establece que la experiencia debe acreditarse mediante los documentos previstos en el pliego, sin que se advierta una prohibición expresa para utilizar actas finales, actas de recibo o actas de ejecución como soporte de las cantidades efectivamente ejecutadas.
II. Problema jurídico 
Se solicita conceptuar si, para efectos de acreditar experiencia específica en un proceso de contratación estatal: 
¿Es jurídicamente válido que un proponente acredite las cantidades ejecutadas en metros cuadrados mediante las actas parciales, acta final, acta de recibo o demás documentos contractuales que discriminan las cantidades realmente ejecutadas, aun cuando dichos documentos no contengan una sumatoria final expresa elaborada por la entidad contratante? 
Igualmente se solicita conceptuar:
1. ¿Las actas de obra, actas finales o actas de recibo constituyen documentos idóneos para acreditar la experiencia ejecutada cuando hacen parte integral del expediente contractual en cumplimiento de la disposición de Documentos Base para Infraestructura Social? 
2. ¿La entidad estatal, en aplicación del principio de selección objetiva, debe valorar integralmente los documentos aportados por el proponente, incluyendo las cantidades discriminadas dentro de las actas de ejecución en cumplimiento de la disposición de Documentos Base para Infraestructura Social? 
3. ¿Resulta jurídicamente procedente que la entidad descarte la experiencia únicamente porque el total de metros cuadrados no aparece consolidado en un único documento, aun cuando dicho total pueda obtenerse objetivamente mediante la sumatoria de las cantidades certificadas en las actas oficiales del contrato? 
4. ¿Puede considerarse que dicha actuación desconoce los principios de buena fe, economía, eficacia y prevalencia del derecho sustancial, al exigir una formalidad documental que no modifica la realidad objetiva de la ejecución contractual? 
5. ¿En los procesos regidos por los Documentos Tipo expedidos por Colombia Compra Eficiente existe alguna disposición que impida utilizar las actas de ejecución como soporte para acreditar cantidades de obra ejecutadas?
IV. Consideraciones 
Se estima que las actas parciales, las actas finales, las actas de recibo y demás documentos expedidos durante la ejecución contractual hacen parte del contrato estatal y constituyen prueba documental oficial de las actividades realmente ejecutadas. 
Cuando dichas actas discriminan las cantidades de obra en metros cuadrados, la determinación del total ejecutado corresponde a una operación aritmética objetiva que no implica interpretación técnica, valoración subjetiva ni modificación de la información certificada. 
En otras palabras, la sumatoria de cantidades expresamente certificadas dentro de un mismo documento contractual constituye simplemente la consolidación matemática de información oficial previamente certificada por la entidad contratante. Exigir una certificación adicional cuyo único propósito sea repetir un resultado aritmético derivado de documentos oficiales podría constituir una exigencia formal que desconoce la finalidad de los requisitos habilitantes, la cual consiste en verificar la capacidad y experiencia real del proponente.
V. Solicitud Respetuosamente solicitamos que Colombia Compra Eficiente emita concepto sobre los interrogantes planteados y, especialmente, determine si resulta ajustado al régimen de contratación pública rechazar la acreditación de experiencia cuando: 
• Las cantidades ejecutadas aparecen discriminadas en documentos oficiales del contrato; 
• Dichas cantidades pueden verificarse objetiva y matemáticamente; 
• La entidad exige una certificación adicional que únicamente consolide un total ya contenido en las actas oficiales de ejecución. 
Agradecemos la atención prestada y respuesta en el menor tiempo posible, la respuesta a la petición será recibidas en el correo serbionar@gmail.com”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas que menciona en las preguntas de la solicitud, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos, en relación con los documentos tipo de selección abreviada de obra pública de infraestructura social: i) ¿Mediante qué documentos deben los proponentes acreditar el área diseñada o construida del proyecto (bajo cubierta), en metros cuadrados (m²), exigida en el literal E del numeral 3.5.4 del Documento Base para el caso de Edificaciones, cuando dicha información no es objeto de certificación por parte de las cámaras de comercio y, por tanto, no se refleja necesariamente en el RUP?, ii) ¿Las actas parciales, el acta final o el acta de recibo pueden ser tenidas en cuenta como documentos válidos para acreditar la experiencia requerida en los procesos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social, conforme al listado establecido en el numeral 3.5.5 del Documento Base? y iii) ¿Es jurídicamente válido que el proponente acredite el área o las cantidades ejecutadas a partir de la sumatoria de los valores discriminados en actas parciales o en otros documentos contractuales, cuando la entidad contratante no expidió una sumatoria final o un dato consolidado sobre dicha magnitud?

2. Respuestas:

	i. La experiencia se deriva de los contratos que el proponente ha celebrado y ejecutado con diferentes contratantes, sin importar la naturaleza de estos. Se verifica con el Registro Único de Proponentes –RUP–, cuando este certificado sea exigible de acuerdo con la ley. En este constan los requisitos habilitantes, que se evalúan exclusivamente con este documento, que es su plena prueba, sin que sea posible para la entidad o el proponente solicitar o aportar otra documentación, sin perjuicio de lo indicado cuando se requiere acreditar información adicional que no se encuentra en dicho registro.
En armonía con lo anterior, el numeral 3.5 del documento base de los documentos tipo de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social – versión 1, establece que los proponentes deben acreditar su experiencia a través de los siguientes instrumentos: i) la información consignada en el RUP para aquellos que estén obligados a tenerlo, ii) la presentación el Formato 3 – Experiencia para todos los proponentes y iii) alguno de los documentos válidos para la acreditación de la experiencia señalados en el numeral 3.5.5 cuando se requiera la verificación de información del proponente adicional a la contenida en el RUP. 
El numeral “3.5.4 Acreditación de la experiencia requerida" del documento base, establece la información que los proponentes deben acreditar respecto de cada uno de los contratos aportados, mediante uno o varios de los documentos previstos en el numeral 3.5.5. Esta información es la siguiente:

3.5.4. ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA
Los Proponentes acreditarán para cada uno de los contratos aportados la siguiente información mediante alguno o algunos, de los documentos señalados en la sección 3.5.5 del Pliego de Condiciones: 
A. Contratante.
B. Objeto del Contrato.
C. Principales actividades ejecutadas.
D. La magnitud, longitud, volúmenes, dimensiones, tipologías, área intervenida o construida y demás condiciones de experiencia contenida en la Matriz 1 - Experiencia aplicable en el proyecto de infraestructura social que permita establecer su alcance, en los casos, si aplica. 
E. Área diseñada o construida del proyecto (bajo cubierta) en metros cuadrados (m²). Esto aplica para el caso de Edificaciones.
F. La fecha de iniciación de la ejecución del Contrato: Esta fecha es diferente a la de suscripción del Contrato, es decir conforme a la fecha de la suscripción del acta de inicio del contrato, a menos que de los documentos del numeral 3.5.5 de forma expresa así se determine. 
Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha (mes, año) de suscripción y/o inicio del contrato: se tendrá en cuenta el último día del mes que se encuentre señalado en la certificación.
G. La fecha de terminación contractual de la ejecución del Contrato:  Esta fecha de terminación no es la fecha de entrega y/o recibo final, liquidación, o acta final, salvo que de los documentos del numeral 3.5.5 de forma expresa así se determine.  
Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha (mes, año) de terminación del Contrato: se tendrá en cuenta el primer día del mes que se encuentre señalado en la certificación.
H. Nombre y cargo de la persona que expide la certificación.
I. El porcentaje de participación del integrante del contratista plural
J. El porcentaje de participación en el valor ejecutado en el caso de contratistas plurales”.

Para efectos de uno de los problemas jurídicos planteados en este concepto, se destaca que, el literal E del numeral 3.5.4 del Documento Base dispone que, dentro de la información que los proponentes deben acreditar para cada uno de los contratos aportados, se debe incluir el área diseñada o construida del proyecto, bajo cubierta, expresada en metros cuadrados (m²). El propio texto precisa que esta exigencia aplica únicamente para el caso de Edificaciones, de manera que, a diferencia de los literales del A al D –que se predican de la generalidad de los contratos aportados–, el literal E introduce un requisito de acreditación específico y condicionado a la tipología del proyecto de infraestructura social de que se trate.
En ese sentido, para efectos de procesos relacionados con edificaciones, en los que de acuerdo con el literal E del numeral 3.5.4 se requiere acreditar el área diseñada o construida del proyecto –bajo cubierta– en metros cuadrados (m²), corresponde a los proponentes acreditar esa área mediante los documentos señalados en el numeral 3.5 del documento base. 
Ahora bien, comoquiera que el área diseñada o construida de las obras ejecutadas por los proponentes no es una información que corresponda certificar a las cámaras de comercio en lo relativo al requisito habilitante de experiencia de conformidad con el artículo 2.2.1.1.1.5.3. del Decreto 1082 de 2015, o de la que obligatoriamente deban hacer saber los proponentes a las cámaras de comercio para la inscripción, actualización o renovación, dicha área no debe necesariamente verse reflejada en el RUP, por lo que los proponentes deben acudir a los documentos enlistados en el numeral 3.5.5 para complementar la información del RUP y del Formato 3 – Experiencia para todos los Proponentes.
En efecto, el numeral 3.5.5 “Documentos válidos para la acreditación de la experiencia requerida” establece los documentos a los que se acudirá cuando el proponente no esté obligado a tener RUP o cuando la entidad requiera verificar información adicional a la contenida en el mismo, señalando los documentos válidos para acreditar la experiencia requerida, de modo que la entidad estatal pueda realizar la verificación de manera directa. Estos documentos son los siguientes, además de las precisiones que se realizan frente a la acreditación de ciertos contratos:

	“3.5.5 DOCUMENTOS VÁLIDOS PARA LA ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA
A. Acta de liquidación, que dé cuenta de la fecha de inicio y terminación contractual.
B. Acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo. 
C. Certificación de experiencia. Expedida con posterioridad a la fecha de terminación del Contrato en la que conste el recibo a satisfacción de la obra contratada debidamente suscrita por quien esté en capacidad u obligación de hacerlo.
D. Acta de inicio o la orden de inicio. La misma sólo será válida para efectos de acreditar la fecha de inicio.
E. [Para los proyectos de edificaciones emplee este literal, de lo contrario eliminarlo.] Copia de la licencia de construcción y/o licencia de urbanismo.
F. Para los Contratos que hayan sido objeto de cesión, el Contrato deberá encontrarse debidamente inscrito y clasificado en el RUP o en uno o alguno de los documentos considerados como válidos para la acreditación de experiencia de la empresa cesionaria, según aplique. La experiencia se admitirá para el cesionario y no se reconocerá experiencia alguna al cedente.
G. En los casos en que, de conformidad con la experiencia, se requiera la acreditación de un bien de interés cultural, este deberá ser acreditado de conformidad con la normatividad vigente”.

De acuerdo con el numeral 3.5.5 del documento base, estos documentos deberán estar debidamente diligenciados y suscritos por quienes intervinieron en su elaboración. Además, se dispone que, en caso de existir discrepancias entre dos (2) o más documentos aportados por el proponente para la acreditación de experiencia, el numeral establece un orden de prevalencia de los documentos señalados. 
Conforme a lo anterior, al ser el área diseñada o construida un aspecto que corresponde acreditar a los proponentes en cuanto al requisito habilitante de experiencia, estos deberán aportar actas de liquidación, de entrega, de terminación, de recibo definitivo, certificaciones de experiencia expedidas por las entidades contratantes o, tratándose de proyectos de Edificaciones, copia de la licencia de construcción y/o licencia de urbanismo –literal E del numeral 3.5.5–.
Estos documentos, al ser los referidos como válidos en el numeral 3.5.5, son los únicos que servirán para la acreditación del área diseñada o construida, toda vez que estos hacen parte de un listado taxativo implementado dentro del numeral 3.5 del Documento Base, con la finalidad de estandarizar la forma en la que se acredita la experiencia en los procesos selección abreviada de menor cuantía para la construcción de infraestructura social. 
En función de lo anterior, el documento base estableció unas reglas claras que permiten la complementación de la información contenida en el RUP a partir de unos documentos preestablecidos, los cuales han sido identificados como los idóneos y válidos para efectuar tal verificación y para que los proponentes certifiquen la información adicional requerida, por lo que admitir la verificación de experiencia a partir de documentos distintos de los establecidos implicaría contrariar las reglas fijadas para la acreditación de experiencia, que, al determinar unos requisitos y unos documentos específicos como los válidos para complementar el RUP en la acreditación de experiencia, excluyó de tal condición a los no enlistados, por lo que no sería posible acreditar aspectos relativos a la experiencia, como por ejemplo el área diseñada o construida de los proyectos ejecutados, a partir de documentos diferentes a los señalados en los numerales 3.5. y 3.5.5 del Documento Base.

ii. En relación con el segundo problema jurídico planteado en este concepto, es pertinente precisar si las actas parciales, el acta final o el acta de recibo pueden ser tenidas en cuenta para efectos de acreditar la experiencia en procesos que se adelanten con los documentos tipo de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social. Sobre el particular, el numeral 3.5.5 del documento base –como se señaló– admite expresamente el acta de liquidación –literal A–, y el acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo –literal B– como documentos válidos para la acreditación de la experiencia, por lo cual, estos sí resultan idóneos para tal fin. No obstante, no ocurre lo mismo con las actas parciales, pues estas no se encuentran comprendidas dentro del listado taxativo del numeral 3.5.5, por lo que, no constituyen por sí solas un documento válido para acreditar experiencia, su valor se limita a un soporte o antecedente que da cuenta del recibo y pago de actividades ejecutadas en un periodo determinado, sin que esto sea equivalente a la certificación exigida en el documento base. 
De esta forma, cuando para la acreditación de la experiencia se requiera demostrar magnitudes, áreas construidas o intervenidas, longitudes, volúmenes o demás condiciones técnicas exigidas en la Matriz de Experiencia, los proponentes deberán acreditar dicha información mediante alguno de los documentos expresamente previstos para tal fin en el numeral 3.5.5 del documento base, tales como actas de liquidación, actas de entrega, actas finales, actas de recibo definitivo o certificaciones de experiencia, entre otros documentos que dicho numeral se encuentran previstos –según corresponda–.
En consecuencia, es jurídicamente procedente que el proponente aporte cualquiera de los documentos válidos contemplados en el numeral 3.5.5 del documento base “Documentos válidos para la acreditación de la experiencia requerida” para acreditar el área construida o intervenida exigida en el proceso de selección. No obstante, la información requerida debe encontrarse consignada de manera clara, verificable y objetiva en los documentos aportados.

iii. En relación con el tercer problema jurídico planteado en este concepto, debe determinarse si es válido que el proponente acredite el área o las cantidades ejecutadas a partir de la sumatoria de los valores discriminados en los documentos válidos para acreditar la experiencia requerida –numeral 3.5.5 del documento base–, cuando la entidad contratante no expidió una sumatoria final o un dato consolidado. Sobre el particular, resulta necesario distinguir entre dos supuestos: (i) la verificación aritmética de datos que ya se encuentra expresa e inequívocamente discriminados en documentos válidos para acreditar experiencia, y (ii) la estimación del cálculo técnico que exige interpretar, extrapolar o inferir una cantidad no consignada expresamente en los documentos aportados. 
El primer supuesto (i) no traslada alguna carga a la entidad que adelanta el proceso de selección, pues el dato objeto de verificación ya existe con el nivel de detalle y certeza suficiente en el documento válido conforme al numeral 3.5.5. Es así como, sumar cifras que el propio documento discrimina no equivale a construir un dato nuevo, sino a leer el que ya fue consignado por quien suscribió el acta. De esta forma, la ausencia de una sumatoria final expresa elaborada por la entidad es irrelevante, siempre que el documento de origen sea válido y su contenido sea objetivo y cierto. 
Por otra parte, el segundo supuesto (ii), por el contrario, si compromete la validez de la acreditación. Esto ocurre, por ejemplo, cuando se pretende suplir la ausencia de un acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo, o de una certificación de experiencia, cuando existan contradicciones o inconsistencia entre los distintos documentos aportados, o cuando, por ejemplo, las cantidades fueron objeto de ajustes, mayores cantidades de obra u obras adicionales no reflejadas de manera uniforme en los soportes con los que el oferente pretende acreditar la experiencia requerida en el proceso. En estos casos, la sumatoria deja de ser una operación aritmética simple para convertirse en una estimación técnica, carga que, conforme a la regla general de distribución probatoria, no puede trasladarse a la entidad que adelanta el proceso de contratación y que se encuentra verificando el requisito habilitante de experiencia. 
En consecuencia, para que la acreditación de cantidades ejecutadas mediante sumatoria sea válida, deben concurrir las siguientes condiciones: i) que el documento de origen corresponda a uno o algunos de los documentos válidos establecidos en el numeral 3.5.5 del documento base; ii) que las cantidades se encuentren discriminadas de forma expresa, clara y consistente; iii) que la sumatoria no requiera juicio técnico, interpretación o resolución de discrepancias; y iv) que el documento refleje, sin lugar a dudas, la totalidad de lo efectivamente ejecutado y recibido a satisfacción.
De esta forma, cuando las condiciones señaladas en el párrafo precedente no se cumplen, la acreditación resulta insuficiente, pues equivale a trasladar a la entidad una labor de verificación técnica que corresponde exclusivamente al proponente cuando pretende hacer valer la información dentro del proceso de selección. 
Lo anterior obedece a que el proponente es quien asume la carga de acreditar el cumplimiento de los requisitos habilitantes y de experiencia exigidos dentro del proceso. Por tal razón, la función de la entidad que adelanta el proceso se limita a verificar la información acreditada, sin que resulte obligada a efectuar reconstrucciones documentales, inferencias, interpretaciones técnicas, consolidaciones de información dispersa o ejercicios complejos de validación para determinar si el requisito se encuentra cumplido. 
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 




3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 “Por la cual modifica el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018 y se dictan otras disposiciones” otorga a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar los Documentos Tipo que serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Administración Pública.
Con sustento en esta competencia, esta Agencia expidió diversos grupos de Documentos Tipo aplicables principalmente a la contratación de obras públicas de infraestructura de transporte, de agua potable y saneamiento básico y social, para interventoría y consultoría de estudios de ingeniería, pero también, para la celebración de convenios solidarios con Juntas de Acción Comunal y para los procesos de gestión catastral con enfoque multipropósito. De conformidad con las modalidades de selección establecidas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, estos Documentos Tipo se han expedido para las modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, concurso de méritos y contratación directa.
En el sector social, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente en el segundo semestre del año 2025 adoptó las siguientes Resoluciones para contratar obra pública y concurso de méritos:
i) Resolución 539 del 21 de agosto de 2015 "Por la cual se adopta la versión -2- de los documentos tipo para los procesos de selección de licitación de obra pública del sector de infraestructura social y se deroga la Resolución 219 de 2021; se adoptan los documentos tipo complementarios para los procesos de licitación de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores de educación, salud, cultura, recreación y deporte - versión 2 y se derogan las Resoluciones 220, 392 у 454 de 2021; y se adoptan los documentos tipo complementarios para los procesos de licitación de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores institucional y vivienda".
 ii) Resolución 540 del 21 de agosto de 2025 "Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social; y los documentos tipo complementarios para los procesos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda".
iii) Resolución 541 del 21 de agosto de 2025 “Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura social; y los documentos tipo complementarios para los procesos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda”. 
iv) Resolución 952 del 15 de diciembre de 2025 “Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de selección de concurso de méritos, para contratar la consultoría de estudios de ingeniería de infraestructura social; que agrupa los sectores de educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda”.
v) Resolución 953 del 15 de diciembre de 2025 “Por la cual se adopta la versión - 2 de los documentos tipo transversales para los procesos de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social, los documentos tipo complementarios para los procesos de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social relacionados con el sector educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda y se deroga la Resolución 798 del 29 de diciembre de 2023". 
Las Resoluciones 539, 540 y 541 del 21 de agosto de 2025, así como las Resoluciones 952 y 953 del 15 de diciembre de 2025, adoptadas en el sector de infraestructura social, aplican de forma transversal a las modalidades de selección indicadas y a los proyectos de infraestructura, interventoría y consultoría enmarcados dentro de los sectores educativo, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, en los procesos de selección cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026[footnoteRef:2]. [2:  Resolución 539 del 21 de agosto de 2025, artículo 23. “Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de selección de licitación de obra pública de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026”.
Resolución 540 del 21 de agosto de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social de los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026.
Resolución 541 del 21 de agosto de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura de los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026.
Resolución 952 del 15 de diciembre de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación, y aplicará para los procesos de selección de concurso de méritos para contratar la consultoría de estudios de ingeniería de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026.
Resolución 953 del 15 de diciembre de 2025, artículo 22. Vigencia y derogatorias. La presente resolución rige a partir de su publicación, deroga la Resolución 798 del 29 de diciembre de 2023 y sus modificaciones posteriores, y aplicará para los procesos de selección de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026.] 

Es importante resaltar que, en virtud de la regla de inalterabilidad, los documentos tipo solo pueden ser modificados en los aspectos en que estos lo permitan. Esto corresponde a aquellos aspectos que se encuentran entre corchetes y resaltados en gris –[texto]–, para lo cual deberán observarse las instrucciones contenidas en los mismos para su diligenciamiento.
Por lo tanto, la entidad solo podrá modificar aspectos de los documentos tipo cuando así esté permitido, en los términos expuestos. Lo anterior implica que, en los apartes en que los documentos tipo no lo permitan, la entidad deberá integrar el contenido de estos a su proceso de contratación sin ningún tipo de alteración. 
Para establecer si determinado objeto contractual se encuentra cobijado o no por los documentos tipo, es necesario determinar si el mismo se enmarca en los tipos de infraestructura, modalidades de selección y tipos de obra estandarizadas en las respectivas matrices de experiencia. De esta manera, solo resulta obligatoria la aplicación de un documento tipo en particular cuando se ha establecido que el objeto contractual y la modalidad en la que debe contratarse están dentro del ámbito de aplicación de las resoluciones expedidas por esta Agencia mediante las cuales se adoptan documentos tipo.
Uno de los elementos comunes a los diferentes documentos tipo es la “Matriz – Experiencia”. Esta consta de unas celdas en las que se describe la experiencia requerida en relación con el objeto a contratar, definiendo además qué tipo de actividades relacionadas con cada sector deben acogerse a los pliegos tipo. Por otro lado, encontramos el “Anexo – Glosario”, el cual contiene las definiciones de los términos usados en los documentos del proceso. Utilizando estos dos documentos, la entidad estatal puede definir si el objeto a contratarse debe emplear los documentos tipo adoptados por esta Agencia.
La Matriz – Experiencia, cumple una doble función: Por un lado, sirve para estandarizar las condiciones de experiencia, conforme al parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. De otro lado, dicha matriz permite determinar el ámbito de aplicación de los documentos tipo respecto de objetos contractuales asociados, ya que son las actividades descritas en esta las que, obligatoriamente, deben contratarse aplicando documentos tipo.
De esta manera, para saber a qué actividades deben aplicarse los documentos tipo del sector de infraestructura social expedidos por esta Agencia, la entidad debe verificar que estos apliquen para la modalidad de selección en la que debe celebrarse el proceso, subsumiendo el objeto a contratar en los tipos de proyectos de infraestructura a contratarse. Por tanto, si el objeto contractual a ejecutar se encuadra materialmente dentro de alguno de los tipos actividades concretas señaladas en cada una de las matrices de experiencia, se tendrán que aplicar estos documentos tipo para los mencionados sectores −según corresponda−, mientras que en el caso contrario no será forzosa su aplicación.

ii) La experiencia se deriva de los contratos que el proponente ha celebrado y ejecutado con diferentes contratantes, sin importar la naturaleza de estos. Se verifica con el Registro Único de Proponentes –RUP–, cuando este certificado sea exigible de acuerdo con la ley. En este constan los requisitos habilitantes, que se evalúan exclusivamente con este documento, que es su plena prueba, sin que sea posible para la entidad o el proponente solicitar o aportar otra documentación, sin perjuicio de lo indicado cuando se requiere acreditar información adicional que no se encuentra en dicho registro.
En armonía con lo anterior, el numeral 3.5 del documento base de los documentos tipo de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social – versión 1, establece que los proponentes deben acreditar su experiencia a través de los siguientes instrumentos: i) la información consignada en el RUP para aquellos que estén obligados a tenerlo, ii) la presentación el Formato 3 – Experiencia para todos los proponentes y iii) alguno de los documentos válidos para la acreditación de la experiencia señalados en el numeral 3.5.5 cuando se requiera la verificación de información del proponente adicional a la contenida en el RUP. 
El numeral 3.5.1 señala las características que deben cumplir los contratos o certificaciones aportados para acreditar la experiencia; el numeral 3.5.2 enuncia los aspectos para analizar la experiencia acreditada; el numeral 3.5.3 señala los códigos del “clasificador de bienes, obras y servicios de las naciones unidas” en los cuales se deben encontrar clasificados los contratos aportados para acreditar la experiencia; el numeral 3.5.4 establece la información mínima que deben contener los documentos válidos para acreditar la experiencia; el numeral 3.5.5 define varios documentos válidos para acreditar experiencia cuando se requiera la verificación de información del Proponente adicional a la contenida en el RUP; el numeral 3.5.6 señala las reglas para acreditar la experiencia mediante subcontratos; el numeral 3.5.7 establece los documentos válidos para acreditar experiencia entre particulares; y el numeral 3.5.8 dispone sobre el valor mínimo que se debe acreditar en relación al presupuesto oficial de acuerdo con el número de contratos aportados. 
Considerando su solicitud, es preciso indicar que, tal como se señaló en el párrafo precedente, el numeral “3.5.4 Acreditación de la experiencia requerida" del documento base, establece la información que los proponentes deben acreditar respecto de cada uno de los contratos aportados, mediante uno o varios de los documentos previstos en el numeral 3.5.5. Esta información es la siguiente:

[bookmark: _Toc67583305][bookmark: _Toc78789455][bookmark: _Toc204960038]3.5.4. ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA
Los Proponentes acreditarán para cada uno de los contratos aportados la siguiente información mediante alguno o algunos, de los documentos señalados en la sección 3.5.5 del Pliego de Condiciones: 
K. Contratante.
L. Objeto del Contrato.
M. Principales actividades ejecutadas.
N. La magnitud, longitud, volúmenes, dimensiones, tipologías, área intervenida o construida y demás condiciones de experiencia contenida en la Matriz 1 - Experiencia aplicable en el proyecto de infraestructura social que permita establecer su alcance, en los casos, si aplica. 
O. Área diseñada o construida del proyecto (bajo cubierta) en metros cuadrados (m²). Esto aplica para el caso de Edificaciones.
P. La fecha de iniciación de la ejecución del Contrato: Esta fecha es diferente a la de suscripción del Contrato, es decir conforme a la fecha de la suscripción del acta de inicio del contrato, a menos que de los documentos del numeral 3.5.5 de forma expresa así se determine. 
Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha (mes, año) de suscripción y/o inicio del contrato: se tendrá en cuenta el último día del mes que se encuentre señalado en la certificación.
Q. La fecha de terminación contractual de la ejecución del Contrato:  Esta fecha de terminación no es la fecha de entrega y/o recibo final, liquidación, o acta final, salvo que de los documentos del numeral 3.5.5 de forma expresa así se determine.  
Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha (mes, año) de terminación del Contrato: se tendrá en cuenta el primer día del mes que se encuentre señalado en la certificación.
R. Nombre y cargo de la persona que expide la certificación.
S. El porcentaje de participación del integrante del contratista plural
T. El porcentaje de participación en el valor ejecutado en el caso de contratistas plurales”.

Para efectos de uno de los problemas jurídicos planteados en este concepto, se destaca que, el literal E del numeral 3.5.4 del Documento Base dispone que, dentro de la información que los proponentes deben acreditar para cada uno de los contratos aportados, se debe incluir el área diseñada o construida del proyecto, bajo cubierta, expresada en metros cuadrados (m²). El propio texto precisa que esta exigencia aplica únicamente para el caso de Edificaciones, de manera que, a diferencia de los literales del A al D –que se predican de la generalidad de los contratos aportados–, el literal E introduce un requisito de acreditación específico y condicionado a la tipología del proyecto de infraestructura social de que se trate.
En ese sentido, para efectos de procesos relacionados con edificaciones, en los que de acuerdo con el literal E del numeral 3.5.4 se requiere acreditar el área diseñada o construida del proyecto –bajo cubierta– en metros cuadrados (m²), corresponde a los proponentes acreditar esa área mediante los documentos señalados en el numeral 3.5 del documento base. 
Ahora bien, comoquiera que el área diseñada o construida de las obras ejecutadas por los proponentes no es una información que corresponda certificar a las cámaras de comercio en lo relativo al requisito habilitante de experiencia de conformidad con el artículo 2.2.1.1.1.5.3. del Decreto 1082 de 2015, o de la que obligatoriamente deban hacer saber los proponentes a las cámaras de comercio para la inscripción, actualización o renovación, dicha área no debe necesariamente verse reflejada en el RUP, por lo que los proponentes deben acudir a los documentos enlistados en el numeral 3.5.5 para complementar la información del RUP y del Formato 3 – Experiencia para todos los Proponentes.
En efecto, el numeral 3.5.5 “Documentos válidos para la acreditación de la experiencia requerida” establece los documentos a los que se acudirá cuando el proponente no esté obligado a tener RUP o cuando la entidad requiera verificar información adicional a la contenida en el mismo, señalando los documentos válidos para acreditar la experiencia requerida, de modo que la entidad estatal pueda realizar la verificación de manera directa. Estos documentos son los siguientes, además de las precisiones que se realizan frente a la acreditación de ciertos contratos:

	“3.5.5 DOCUMENTOS VÁLIDOS PARA LA ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA
H. Acta de liquidación, que dé cuenta de la fecha de inicio y terminación contractual.
I. Acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo. 
J. Certificación de experiencia. Expedida con posterioridad a la fecha de terminación del Contrato en la que conste el recibo a satisfacción de la obra contratada debidamente suscrita por quien esté en capacidad u obligación de hacerlo.
K. Acta de inicio o la orden de inicio. La misma sólo será válida para efectos de acreditar la fecha de inicio.
L. [Para los proyectos de edificaciones emplee este literal, de lo contrario eliminarlo.] Copia de la licencia de construcción y/o licencia de urbanismo.
M. Para los Contratos que hayan sido objeto de cesión, el Contrato deberá encontrarse debidamente inscrito y clasificado en el RUP o en uno o alguno de los documentos considerados como válidos para la acreditación de experiencia de la empresa cesionaria, según aplique. La experiencia se admitirá para el cesionario y no se reconocerá experiencia alguna al cedente.
N. En los casos en que, de conformidad con la experiencia, se requiera la acreditación de un bien de interés cultural, este deberá ser acreditado de conformidad con la normatividad vigente”.

De acuerdo con el numeral 3.5.5 del documento base, estos documentos deberán estar debidamente diligenciados y suscritos por quienes intervinieron en su elaboración. Además, se dispone que, en caso de existir discrepancias entre dos (2) o más documentos aportados por el proponente para la acreditación de experiencia, el numeral establece un orden de prevalencia de los documentos señalados. 
Conforme a lo anterior, al ser el área diseñada o construida un aspecto que corresponde acreditar a los proponentes en cuanto al requisito habilitante de experiencia, estos deberán aportar actas de liquidación, de entrega, de terminación, de recibo definitivo, certificaciones de experiencia expedidas por las entidades contratantes o, tratándose de proyectos de Edificaciones, copia de la licencia de construcción y/o licencia de urbanismo –literal E del numeral 3.5.5–.
Estos documentos, al ser los referidos como válidos en el numeral 3.5.5, son los únicos que servirán para la acreditación del área diseñada o construida, toda vez que estos hacen parte de un listado taxativo implementado dentro del numeral 3.5 del Documento Base, con la finalidad de estandarizar la forma en la que se acredita la experiencia en los procesos selección abreviada de menor cuantía para la construcción de infraestructura social. 
En función de lo anterior, el documento base estableció unas reglas claras que permiten la complementación de la información contenida en el RUP a partir de unos documentos preestablecidos, los cuales han sido identificados como los idóneos y válidos para efectuar tal verificación y para que los proponentes certifiquen la información adicional requerida, por lo que admitir la verificación de experiencia a partir de documentos distintos de los establecidos implicaría contrariar las reglas fijadas para la acreditación de experiencia, que, al determinar unos requisitos y unos documentos específicos como los válidos para complementar el RUP en la acreditación de experiencia, excluyó de tal condición a los no enlistados, por lo que no sería posible acreditar aspectos relativos a la experiencia, como por ejemplo el área diseñada o construida de los proyectos ejecutados, a partir de documentos diferentes a los señalados en los numerales 3.5. y 3.5.5 del Documento Base.
Precisado lo anterior, ahora, en relación con el segundo problema jurídico planteado en este concepto, es pertinente precisar si las actas parciales, el acta final o el acta de recibo pueden ser tenidas en cuenta para efectos de acreditar la experiencia en procesos que se adelanten con los documentos tipo de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social. Sobre el particular, el numeral 3.5.5 del documento base –como se señaló– admite expresamente el acta de liquidación –literal A–, y el acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo –literal B– como documentos válidos para la acreditación de la experiencia, por lo cual, estos sí resultan idóneos para tal fin. No obstante, no ocurre lo mismo con las actas parciales, pues estas no se encuentran comprendidas dentro del listado taxativo del numeral 3.5.5, por lo que, no constituyen por sí solas un documento válido para acreditar experiencia, su valor se limitar a un soporte o antecedente que da cuenta del recibo y pago de actividades ejecutadas en un periodo determinado, sin que esto sea equivalente a la certificación exigida en el documento base. 
Ahora bien, en relación con el tercer problema jurídico planteado en este concepto, debe determinarse si es válido que el proponente acredite el área o las cantidades ejecutadas a partir de la sumatoria de los valores discriminados en los documentos válidos para acreditar la experiencia requerida –numeral 3.5.5 del documento base–, cuando la entidad contratante no expidió una sumatoria final o un dato consolidado. Sobre el particular, resulta necesario distinguir entre dos supuestos:  (i) la verificación aritmética de datos que ya se encuentra expresa e inequívocamente discriminados en documentos válidos para acreditar experiencia, y (ii) la estimación del cálculo técnico que exige interpretar, extrapolar o inferir una cantidad no consignada expresamente en los documentos aportados. 
El primer supuesto (i) no traslada alguna carga a la entidad que adelanta el proceso de selección, pues el dato objeto de verificación ya existe con el nivel de detalle y certeza suficiente en el documento válido conforme al numeral 3.5.5. Es así como, sumar cifras que el propio documento discrimina no equivale a construir un dato nuevo, sino a leer el que ya fue consignado por quien suscribió el acta. De esta forma, la ausencia de una sumatoria final expresa elaborada por la entidad es irrelevante, siempre que el documento de origen sea válido y su contenido sea objetivo y cierto. 
Por otra parte, el segundo supuesto (ii), por el contrario, si compromete la validez de la acreditación. Esto ocurre, por ejemplo, cuando se pretende suplir la ausencia de un acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo, o de una certificación de experiencia, cuando existan contradicciones o inconsistencia entre los distintos documentos aportados, o cuando, por ejemplo, las cantidades fueron objeto de ajustes, mayores cantidades de obra u obras adicionales no reflejadas de manera uniforme en los soportes con los que el oferente pretende acreditar la experiencia requerida en el proceso. En estos casos, la sumatoria deja de ser una operación aritmética simple para convertirse en una estimación técnica, carga que, conforme a la regla general de distribución probatoria, no puede trasladarse a la entidad que adelanta el proceso de contratación y que se encuentra verificando el requisito habilitante de experiencia. 
En consecuencia, para que la acreditación de cantidades ejecutadas mediante sumatoria sea válida, deben concurrir las siguientes condiciones: i) que el documento de origen corresponda a uno o algunos de los documentos válidos establecidos en el numeral 3.5.5 del documento base; ii) que las cantidades se encuentren discriminadas de forma expresa, clara y consistente; iii) que la sumatoria no requiera juicio técnico, interpretación o resolución de discrepancias; y iv) que el documento refleje, sin lugar a dudas, la totalidad de lo efectivamente ejecutado y recibido a satisfacción.
De esta forma, cuando las condiciones señaladas en el párrafo precedente no se cumplen, la acreditación resulta insuficiente, pues equivale a trasladar a la entidad una labor de verificación técnica que corresponde exclusivamente al proponente cuando pretende hacer valer la información dentro del proceso de selección. 
Lo anterior obedece a que el proponente es quien asume la carga de acreditar el cumplimiento de los requisitos habilitantes y de experiencia exigidos dentro del proceso. Por tal razón, la función de la entidad que adelanta el proceso se limita a verificar la información acreditada, sin que resulte obligada a efectuar reconstrucciones documentales, inferencias, interpretaciones técnicas, consolidaciones de información dispersa o ejercicios complejos de validación para determinar si el requisito se encuentra cumplido. 
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
	
· Ley 2022 de 2020, artículo 1. 
· Ley 1150 de 2007, artículo 2.
· Documentos Tipo. Disponibles en: https://www.colombiacompra.gov.co/documentos-tipo/documentos-tipo. 



5.Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se pronunció sobre el ámbito de aplicación de los documentos tipo de infraestructura social, en los conceptos C-375 del 27 de septiembre de 2021, C-536 del 29 de septiembre de 2021, P20210826007696 del 6 de octubre de 2021, C-729 del 24 de enero de 2022, C-090 del 16 de marzo de 2022, C-287 del 11 de mayo de 2022, C-334 del 25 de mayo de 2022, C-344 del 9 de junio de 2022, C-436 del 6 de julio de 2022, C-951 del 18 enero de 2023,C-231 del 30 de junio de 2023, C-587 del 23 de octubre de 2024,	C-636 del 1 de noviembre de 2024, C-777 del 9 de diciembre de 2024, C-971 del 21 de enero de 2025, C-1813 del 31 de diciembre de 2025, C-186 del 16 de marzo de 2026, C-258 del 19 de marzo de 2026, C-392 del 20 de abril de 2026, C-386 del 23 de abril de 2026, C-475 del 23 de abril de 2026, C-452 del 4 de mayo de 2026, C-583 del 8 de mayo de 2026, C-682 del 22 de mayo de 2026, C-754 del 17 de junio de 2026, entre otros. 

Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual. Accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/ .

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
[image: Texto

Descripción generada automáticamente]

	Elaboró:
	Carlos Mario Castrillón Endo 
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual


	Revisó:
	Alexandra Rodríguez Motta
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual
Adriana Katherine López Rodriguéz
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Aprobó:
	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contractual ANCP – CCE


 

 


Agencia Nacional de Contratación Pública                                              pág. 1              Colombia Compra Eficiente                                                            
Dirección: Carrera 7 # 26 – 20 - Bogotá, Colombia
Mesa de servicio: (+57) 601 7456788
Código: CCE-REC-FM-17 V: 03 Fecha: 21-10-2025
image2.png
ad No. 2_2026_08_14_008685
=k Anexos: No  Con copia: No
Fecha: 14/08/2026 10:40:55

plombia Compra Eficiente

Colombia





image3.png
Carolina Quintero Gacharng
Subdirectora de Gestion Contractual ANCP-CCE




image4.png
:EQi H iﬁF:
rd,

Agencia Nacional
de Contratacion Publica
Colombia Compra Eficiente





image5.png
S
e

o
&
X

%@V

NN
% ) |4

<
oI
@

NN
IN T4

<

S
®<§ %
ot
@17

&

2

AN\

NN
D
XV

[O0Y
<<\<>




